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REFORMAR PARA DOMINAR: LA DISPUTA POR LA DEMOCRACIA ELECTORAL EN MÉXICO

I. Introducción

E l 4 de marzo de 2026 la presidenta de la República
presentó ante el Congreso de la Unión una iniciativa
de reforma constitucional en materia electoral que

incluye, entre sus propuestas centrales, una reconfigu-
ración del sistema de representación proporcional (RP) 
del Poder Legislativo federal (Presidencia de la República, 
2026). La iniciativa buscó sustituir las actuales listas ce-
rradas y bloqueadas de candidaturas plurinominales por 
dos nuevos mecanismos para integrar las 200 diputa-
ciones de representación proporcional de la Cámara de 
Diputados: el primero, basado en un ranking de los can-
didatos de mayoría relativa que no ganaron su distrito, 
pero obtuvieron los porcentajes más altos de votación al 
interior de su partido (denominados popularmente “mejo-
res perdedores”); el segundo, mediante votación directa 
de la ciudadanía en las cinco circunscripciones plurinomi-
nales. En paralelo, se propuso eliminar por completo los 
32 escaños de representación proporcional en el Senado 
de la República.

La justificación declarada de estos cambios fue doble: re-
ducir el control que las dirigencias partidistas ejercen so-
bre las listas plurinominales y disminuir el gasto electoral. 
Ambas críticas al sistema vigente tienen fundamento y 
circulan en el debate público desde hace tiempo. Sin em-
bargo, el presente texto argumenta que los mecanismos 
propuestos para resolver esos problemas generan con-
secuencias no atendidas —y en algunos casos no reco-
nocidas y posiblemente no deseadas— sobre el principio 
constitucional de paridad de género y sobre las acciones 
afirmativas para grupos históricamente subrepresenta-
dos. Dicho de manera sintética: la iniciativa se propuso 
democratizar el acceso a las curules de RP destruyendo 
precisamente el mecanismo que ha hecho posible, duran-
te la última década, materializar la paridad electoral.

El análisis que sigue se estructura en cuatro apartados. 
El primero revisa los logros del sistema vigente de lis-
tas de RP como soporte instrumental de la paridad. El 
segundo examina la incompatibilidad estructural entre 
el mecanismo de mejores perdedores y el mandato de 
paridad. El tercero analiza el voto preferente en las 
circunscripciones y la eliminación del Senado plurino-
minal. El cuarto identifica los silencios más relevantes 
de la iniciativa y ofrece algunas consideraciones para 
una reforma que no deje de lado el principio de paridad 
constitucional que se ha logrado.

II. Las listas de representación proporcional
como soporte de la paridad

La conquista de la paridad en México fue un proceso 
largo e incremental que requirió la conjunción de refor-
mas legislativas, activismo feminista e intervención 
jurisdiccional sostenida. En una trayectoria que se 
puede resumir en seis etapas, México pasó de las pro-
to-cuotas de carácter voluntario de 1993 a la paridad 
en la postulación consagrada constitucionalmente en 
2014 y, posteriormente, a la “paridad en todo” de 2019, 
que extendió el principio a los tres poderes y a los tres 
órdenes de gobierno. Los resultados de esa evolución 
son visibles: en los procesos electorales posteriores a 
la reforma de 2014 se registró un incremento de 27.99 
puntos porcentuales en la presencia de mujeres en los 
legislativos locales, pasando del 25.31% al 53.3% en 
2024 (Inmujeres, 2025).

Lo que hace posible ese avance no es únicamente la 
norma que exige paridad en la postulación, sino tam-
bién el instrumento mediante el cual dicha norma puede 
hacerse cumplir efectivamente: las listas cerradas y 
bloqueadas de representación proporcional. En ellas, la 
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alternancia de género es verificable antes de la jornada 
electoral, los partidos pueden ser obligados a sustituir 
candidaturas que no cumplan con la norma y las auto-
ridades electorales tienen la capacidad de reordenar la 
lista definitiva para garantizar que el órgano resultante 
sea paritario en su integración. Sin listas registradas ex 
ante, ese mecanismo de control desaparece. La paridad 
en la postulación sin instrumentos de ajuste equivale a 
garantizar la igualdad en la salida de la carrera, pero no 
en la llegada —y la investigación comparada demuestra 
que esa igualdad formal, en sistemas con desigualdades 
estructurales de género, no produce una representación 
equilibrada (Dahlerup, 2006; Htun, 2004).

En el mismo sentido, las listas de RP han sido el único 
espacio en el que las autoridades electorales han podido 
implementar de manera operativa las acciones afirma-
tivas para grupos históricamente excluidos. El INE ha 
ordenado a los partidos ubicar candidaturas de perso-
nas indígenas, afromexicanas, con discapacidad y de la 
diversidad sexual en los primeros lugares de las listas 
de RP, como condición para el registro de sus candi-
daturas (INE, 208; INE, 2020). Sin listas previas, esa 
posibilidad desaparece.

III. El mecanismo de “mejores perdedores”: 
una incompatibilidad estructural

La propuesta de usar el porcentaje de votación obtenido 
por las candidaturas de mayoría relativa como criterio 
para conformar la lista de asignación de cien curules plu-
rinominales —en lugar de registrar listas antes de la elec-
ción— reproduce, a escala federal, un problema que el 
sistema electoral mexicano ya enfrentó en el nivel local, 
y cuyo desenlace jurídico es revelador.

A partir de la reforma constitucional de 2014, diversas 
entidades federativas contaban con listas de mejores 
perdedores, totales o mixtas, para integrar sus legisla-
turas. En esos contextos, las autoridades electorales se 
encontraron ante una tensión constitucional entre dos 
principios igualmente reconocidos: la paridad de género 
en la postulación y el respeto a la voluntad ciudadana 
expresada en las urnas. La Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, al resolver la acción de inconstitucionalidad 

45/2014 sobre la ley electoral del Distrito Federal, sostuvo 
que el criterio de paridad podía prevalecer sobre el por-
centaje individual de votación al momento de conformar 
la lista definitiva de asignación, argumentando que en 
la representación proporcional los ciudadanos votan por 
el partido y no por el candidato en lo particular (SCJN, 
2014). La Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación, en cambio, adoptó la posición 
contraria en los casos de Nuevo León (TEPJ, 2015a) y 
Yucatán (TEPJ, 2015b): el principio de paridad no puede 
anteponerse a la decisión adoptada por la ciudadanía en 
las urnas respecto a las candidaturas que obtuvieron los 
mejores porcentajes, y modificar ese orden de manera 
arbitraria trastoca el sistema electoral y vulnera los dere-
chos de los candidatos y de los propios electores.

Esta contradicción jurisprudencial —que no fue resuelta 
por el derecho positivo— es exactamente el problema 
que la reforma de 2026 instala, ahora con cien curu-
les federales en juego. Como señalan Báez Silva y Gilas 
(2017, p. 26), las listas conformadas en mayor o menor 
medida por los “mejores perdedores” no son compatibles 
con el principio de paridad de género, y no existe un 
mecanismo que pudiera armonizarlas. Ante esa tensión, 
sólo hay dos salidas posibles: declarar la inconstituciona-
lidad de ese tipo de listas a la luz del principio de paridad, 
o asumir que las listas generadas bajo ese mecanismo no 
serán paritarias.

La razón de fondo es estructural, no contingente. Las 
brechas de género en el desempeño electoral no son 
accidentales: las candidaturas de mujeres enfrentan 
sistemáticamente desventajas en recursos, visibilidad 
mediática, redes políticas y respaldo institucional de los 
partidos, particularmente en los distritos competitivos 
donde los porcentajes de votación son más altos (Norris, 
2006). Un sistema que ordena las asignaciones por por-
centaje de voto individual, sin intervención correctiva 
alguna, captura y amplifica esas desigualdades estruc-
turales en lugar de compensarlas. El resultado previsible 
es que el ranking de los mejores perdedores arroje una 
mayoría masculina en los primeros lugares, lo que obliga 
a una intervención ex post del Instituto Nacional Electoral 
(INE) para cumplir con la paridad constitucional —una 
intervención cuya validez jurídica es, como se acaba de 
mostrar, profundamente controvertida.
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Lo anterior no es especulación. Los datos de los procesos 
electorales locales que han operado con listas mixtas o 
de mejores perdedores confirman que cuando se aplica el 
criterio de porcentaje de voto sin ajuste previo, los hom-
bres dominan los primeros lugares de la lista resultante. 
La reforma propone extender ese problema a la escala 
federal, con el agravante de que la legislación secunda-
ria —que aún no existe— deberá resolver en fast track, 
antes del 30 de mayo de 2026, cómo se hará el ajuste 
paritario, si acaso se hará (OPINE, 2026, p. 8; Integra-
lia, 2026, p. 3). Esta incertidumbre normativa es, en sí 
misma, una fuente de inseguridad jurídica: la integración 
de la Cámara de Diputados podría quedar en litigio hasta 
el momento mismo de la toma de protesta.

A la tensión entre la paridad y el voto ciudadano se suma 
una segunda incompatibilidad: la de las acciones afir-
mativas para grupos históricamente subrepresentados. 
La reforma eleva a rango constitucional el deber de 
los partidos de implementar acciones afirmativas en la 
postulación de candidaturas a personas indígenas, afro-
mexicanas y otros grupos históricamente excluidos. Es, 
en abstracto, un avance. El problema es que el meca-
nismo de mejores perdedores destruye el instrumento 
que hacía operativas esas acciones afirmativas: sin listas 
previas no hay “primeros lugares” donde colocar candida-
turas de grupos excluidos. La iniciativa constitucionaliza 
un derecho y, simultáneamente, elimina la herramienta 
que lo hacía exigible. Las candidaturas a acciones afir-
mativas rara vez cuentan con las mismas estructuras 
de financiamiento, de operación territorial y de respaldo 
partidista que los perfiles tradicionales, lo que las coloca 
en una desventaja competitiva de origen. La autoridad 
que tenga que hacer ajustes ex post para garantizar la 
representación de estos grupos se encontrará ante un 
escenario de judicialización intensa y sin reglas claras de 
ajuste previamente establecidas.

IV. El voto preferente en circunscripciones 
y la eliminación del Senado plurinominal

Las 95 curules asignadas mediante votación directa en 
circunscripciones con voto preferente presentaban, a 
primera vista, una mayor legitimidad democrática. Sin 
embargo, este mecanismo tampoco resuelve los proble-
mas de paridad y genera algunos nuevos.

El primero es de escala. Cada circunscripción agrupa 
aproximadamente 25 millones de electores (Integra-
lia, 2026, p. 10). Si siete partidos presentan listas de 
20 candidaturas cada uno, la ciudadanía deberá elegir 
entre más de 140 opciones (Integralia, 2026, p. 9). En 
esa magnitud, la visibilidad de las candidaturas depende 
directamente de los recursos de campaña y del respaldo 
institucional de los partidos. Las candidaturas de mujeres 
y de grupos históricamente excluidos, que de ordinario 
reciben menos apoyo de la estructura partidista, son sis-
temáticamente menos visibles en competencias de gran 
escala (Freidenberg, 2026). La Comisión de Venecia ha 
señalado expresamente que cuando son posibles el voto 
de preferencia o el voto dividido, no es seguro que los 
votantes elijan candidatos de ambos sexos, por lo que su 
selección puede llevar a una composición desequilibrada 
del órgano electo (Báez Silva y Gilas, 2017, p. 19). El 
diseño propuesto opera en esa misma lógica.

El segundo problema es la definición de género. La 
reforma habla de elegir “un hombre y una mujer” por 
circunscripción. Esta formulación binaria contradice la 
jurisprudencia del TEPJF, que ha reconocido identidades 
no binarias en el ámbito político-electoral, y retrocede 
respecto de los avances logrados en la protección de los 
derechos político-electorales de personas con identidades 
de género diversas.

La tercera preocupación concierne al Senado. La elimi-
nación de los 32 escaños de representación proporcio-
nal en la Cámara Alta es quizá la propuesta con mayor 
impacto en la pluralidad política, pero también tiene con-
secuencias directas para la paridad. Esas 32 senadurías 
han operado históricamente como el espacio donde los 
partidos podían presentar con mayor facilidad candida-
turas de grupos subrepresentados, al contar con control 
pleno sobre su integración. La proyección electoral ela-
borada por Integralia (2026, pp. 7-8), con base en los 
resultados de 2024, indica que con la reforma el bloque 
mayoritario podría alcanzar la mayoría calificada, lo que 
reduciría drásticamente el pluralismo de la Cámara Alta. 
Un Senado integrado exclusivamente por candidaturas de 
mayoría relativa y de primera minoría no sólo disminuye 
la pluralidad partidista, sino que también elimina el único 
mecanismo que permitía compensar, en la Cámara Alta, 
las desigualdades estructurales de género en la compe-
tencia electoral territorial.
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V. Lo que la reforma no dice

Tan importantes como sus propuestas son las omisiones 
de la iniciativa. Tres silencios merecen mención especí-
fica por sus implicaciones en la paridad y la represen-
tación inclusiva. El primero es la ausencia de reglas de 
ajuste explícitas y previas para garantizar la paridad en 
el ranking de mejores perdedores. La iniciativa no esta-
bleció qué debe hacer el INE cuando la lista resultante 
no sea paritaria, ni bajo qué condiciones y con qué crite-
rios puede modificar el orden determinado por los votos. 
Delegar esa definición en la legislación secundaria, que 
debe aprobarse en un plazo exiguo, no es una solución: 
es una transferencia del problema a un proceso legisla-
tivo que tendrá menos tiempo, menos atención pública y 
menores posibilidades de debate informado.

El segundo silencio concierne a la sobrerrepresentación. 
La iniciativa no incorporó ningún mecanismo de verifica-
ción de la militancia efectiva en el sistema de mejores 
perdedores. Un partido mayoritario podría registrar can-
didaturas competitivas bajo las siglas de otras fuerzas 
políticas para acumular mejores perdedores y ampliar 
su representación legislativa por encima del límite cons-
titucional del 8%. Sin controles de militancia efectivos 
—que actualmente no están en la legislación, sino sólo 
en los lineamientos administrativos del INE— el sistema 
de mejores perdedores podría convertirse en un meca-
nismo de concentración del Poder Legislativo, agravando 
la sobrerrepresentación que la reforma no aborda.

El tercer silencio es el más revelador: la reforma no 
contenía ninguna cláusula de no regresividad explícita 
para los niveles de representación de las mujeres ya 
alcanzados. La Constitución reconoce, en su artículo 1, 
el principio de progresividad, que impone a las auto-
ridades la obligación de no dar marcha atrás en los 
niveles de protección de los derechos humanos. Que 
una reforma que se presentó como democratizadora no 
incluya una salvaguarda mínima para los avances en 
representación de género evidencia que la paridad no 
fue considerada una variable relevante en el diseño del 
mecanismo propuesto.

VI. Consideraciones finales

La crítica al control cupular sobre las listas de representa-
ción proporcional es legítima y ampliamente compartida. 
Pero el diseño institucional importa: no cualquier reforma 
que elimine ese control cumple, al mismo tiempo, con el 
mandato constitucional de paridad y con las obligaciones 
del Estado en materia de representación inclusiva. La 
iniciativa presidencial de 2026 propuso una solución que 
resuelve el problema declarado, pero a costa de generar 
otro más difícil de remediar.

El mecanismo de mejores perdedores no es compati-
ble con el principio de paridad de género tal como está 
consagrado en la Constitución mexicana. Ya en 2017 la 
investigación académica documentó esa incompatibilidad 
a partir de los casos locales, y la jurisprudencia de los 
órganos de control constitucional reflejó la misma ten-
sión sin llegar a resolverla (Báez Silva y Gilas, 2017, p. 
26). Escalar ese mecanismo a cien curules federales, 
sin reglas de ajuste previas y claras, no es democrati-
zar la representación proporcional: es instalar un con-
flicto constitucional de proporciones mayores y diferirlo 
al momento poselectoral.

La constitucionalización de las acciones afirmativas es 
un avance genuino que merece reconocimiento. Pero ese 
avance queda vaciado de contenido si, simultáneamente, 
se elimina el instrumento operativo que lo hacía exigi-
ble: las listas previas de representación proporcional. 
Garantizar un derecho sin preservar el mecanismo que 
lo materializa es, en términos prácticos, no garantizarlo.

Para que una reforma atienda la paridad en la conforma-
ción de las listas sería necesario, como mínimo, esta-
blecer reglas de ajuste paritario explícitas y previas a 
la jornada electoral, que definan cómo se reordenará la 
lista de mejores perdedores cuando su composición no 
sea paritaria; preservar las acciones afirmativas para 
grupos históricamente excluidos mediante algún meca-
nismo alternativo a los primeros lugares de la lista, 
dado que ese mecanismo ya no existirá; incluir contro-
les de militancia efectiva para evitar que el sistema de 
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mejores perdedores sea utilizado para eludir los lími-
tes de sobrerrepresentación; y, en el caso del Senado, 
reconsiderar la eliminación total de la representación 
proporcional o compensarla con algún mecanismo que 
conserve la pluralidad.

La ciudadanía que participó en los foros de la Comisión 
Presidencial de la Reforma Electoral demandó institu-
ciones electorales autónomas, paridad real y sistemas 

de representación que rompieran el poder cupular de 
los partidos (OPINE, 2026, p. 22). Una reforma que 
cumple con el tercer punto a expensas del segundo no 
responde a ese mandato. El principio de progresividad 
exige que los avances y los retrocesos se nombren 
con igual claridad: avanzar en la crítica a las cúpulas 
partidistas retrocediendo en los mecanismos que pro-
tegen la representación paritaria no es, en conjunto, 
una reforma democrática.




